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PRESIDE: Señor Representante Doreen Javier Ibarra. 


MIEMBROS: Señores Representantes Federico Casaretto, Carlos Gamou, Guido Machado y Horacio 
Yanes. 


INVITADOS: Por la Oficina Nacional del Servicio Civil: doctor Miguel Ángel Toma, Director; señor 
Humberto Ruocco, Subdirector; licenciado Ramón Firme, Adjunto a la Dirección; y doctor 
Carlos Moreira, Director División Sistemas Organizacionales. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al doctor Miguel Ángel Toma, Director de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, al señor Humberto Ruocco, Subdirector, al licenciado Ramón Firme, Adjunto a la Dirección, y 
al doctor Carlos Moreira, Director de la División Sistemas Organizacionales. 


Hemos invitado a las autoridades de la Oficina Nacional del Servicio Civil para conocer su opinión sobre el 
proyecto de ley relativo a becarios y pasantes contratados con anterioridad al 1” de enero de 2001, que fue 
aprobado en el Senado en la Legislatura anterior, pero no en la Cámara de Diputados porque hubo poco 
tiempo para considerarlo, más allá de que existían algunas discrepancias. Ahora algunos legisladores pidieron 
retirar del archivo este proyecto, sobre el que queremos conocer vuestra opinión. 


Corresponde establecer que todos los sectores políticos, sin excepción, están muy preocupados por este tema, 
que ha sido considerado en varias oportunidades, tanto en la Comisión de Presupuestos del Senado y de la 
Cámara de Diputados como en el Presupuesto Quinquenal y en distintas Rendiciones de Cuentas. 
Reconocemos que se han dado soluciones parciales a este problema, pero el espíritu de todo el sistema 
político es encontrar una solución definitiva. 


Por lo tanto, queremos conocer su opinión sobre el proyecto y la situación que viven los becarios, pasantes, 
contratados, etcétera. 


SEÑOR TOMA.- Agradecemos que se nos haya convocado para opinar sobre este proyecto que 
pretende regularizar la situación funcional de becarios y pasantes contratados con anterioridad al 1” 
de enero de 2001. 


Desde que asumimos la Dirección Nacional del Servicio Civil una de nuestras preocupaciones más 
importantes fue analizar las diversas formas de contratación del personal del Estado, determinando la 
naturaleza de los distintos vínculos existentes, a fin de obtener un diagnóstico preciso de la situación y 
efectuar las recomendaciones pertinentes al Poder Ejecutivo, en orden al abordaje de soluciones definitivas y 
a la remoción de los obstáculos legales existentes que determinan el actual estado de situación en esta 
materia. 


Es evidente que los becarios y pasantes quedan incluidos en nuestro análisis y en esta sesión comentaremos 
el proceso de estudio y de diagnóstico que siguió la Oficina, así como las recomendaciones que se imponen 
para concretar una solución con respecto a este problema que pasa, en nuestro concepto, por incluir en la 
norma presupuestal, a cuyo estudio se abocará el Parlamento nacional, disposiciones que tiendan a superar 
las diversas formas de contratación que han sido desnaturalizadas en el correr del tiempo, procurando 
soluciones consensuadas con los actores sociales y las organizaciones sindicales, amén de la participación 
activa de los organismos involucrados. 


El señor Presidente recién hacía mención a la existencia no solo de becarios y pasantes sino también a 
diferentes formas de contratación, que es, precisamente, lo que hemos encarado en ese estudio. 


Antes de ingresar a estudiar el tema, creemos que es importante señalar que desde que asumimos la Dirección 
de la Oficina hemos tratado de dotarla de los instrumentos necesarios para cumplir los cometidos que le 
fueron asignados por la Constitución y por la ley, proponiendo al Poder Ejecutivo un proyecto de reestructura 
tendiente al fortalecimiento de su doble naturaleza: Órgano asesor y de control. A efectos de potenciar la 
función de la Oficina Nacional del Servicio Civil y de abordar con éxito todas las cuestiones relativas no solo 
a los recursos humanos sino también a los métodos y a lo que refiere a los sistemas organizacionales, nos 
pareció que era hora de que la Oficina se modernizara, de que tomara instrumentos que la dotaran de 
eficiencia y eficacia en el momento de determinar el asesoramiento que, por ley, debe brindar al Poder 
Ejecutivo y a todos los organismos de la administración pública que lo soliciten. 


Por esta razón, para cumplir con los cometidos, entendimos que era imprescindible el fortalecimiento de esa 
doble función de órgano asesor y de control, y propusimos -está a estudio- la nueva estructura orgánico- 
funcional de la Oficina, que responde a la redefinición del papel institucional que le compete en todo aquello 
que es materia del servicio civil, constituyéndose en un instrumento de un proceso articulado y participativo 
de modernización de la función pública a la que aspiramos. Ese papel la ubica en la primera línea de los 
procesos de transformación del Estado, teniendo a su cargo, por tanto, la propuesta de innovar en la 
estructura organizativa del sector público y de nuevos sistemas de gestión pública, que aseguren un Estado 
activo con mayor calidad y eficiencia en la prestación de servicios, en términos no solo referidos al 
cumplimiento de los objetivos de las distintas entidades estatales sino directamente relacionados con la 
satisfacción de las necesidades y urgencias de los usuarios. 


Asimismo, propusimos que la Oficina cumpliera el papel de órgano rector en materia de gestión de los 
recursos humanos del sector público y la línea que debería seguir; a saber, asumir acciones en procura de la 
profesionalización de la función pública tendiendo, en forma concomitante, al logro de los objetivos de las 
organizaciones y a la satisfacción laboral y humana de los funcionarios del Estado. 


Veremos que todos estos propósitos contenidos en la nueva forma organizacional de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil tienen que ver con los temas que estamos abordando. Por ello, en función de los efectos que 
estamos buscando con esta reestructura, la Oficina deberá promover planes de formación y desarrollo 
permanentes y adecuados a las necesidades de las organizaciones, bregando por la dignificación del papel del 
funcionario en tanto servidor público. Asimismo, entendimos que la Oficina debe propender a la 
racionalización de los recursos humanos a través de la redefinición de los procesos de reclutamiento, 
selección y movilidad de los funcionarios, así como a la adecuación de la carrera administrativa conforme a 
las necesidades actuales de la Administración Pública y en un todo de acuerdo con las metas que se ha fijado 
el Gobierno de la República. 


Entendemos que todo proceso de modernización del Estado supone, necesariamente, la generación de 
propuestas de carácter normativo, encontrándose en la Oficina Nacional del Servicio Civil el ámbito natural 
para su iniciativa y discusión en las materias de su competencia; por otra parte, es objetivo primordial en el 
cumplimiento de su cometido la propuesta de una ley del Servicio Civil orientada a un sistema integrado 
coherente y profesional. 


Entonces, en mérito a que es el ámbito natural de iniciativa y discusión de esas medidas, entrando ya al 
temario de la convocatoria, tenemos el agrado de informar a los miembros de esta distinguida Comisión, que 
en el mes de mayo del presente año, como resultado de la resolución del Consejo Superior de Negociación 
Colectiva entre el Estado y los funcionarios públicos, se formó en el ámbito de nuestra Oficina Nacional un 
grupo de trabajo con el objetivo de realizar el análisis de las diferentes formas de contratación del personal 
del Estado. Dicho grupo estuvo integrado por funcionarios de la Oficina Nacional, por representantes de 
COFE y de la Mesa Sindical Coordinadora de Entes y por un representante letrado del PIT-CNT, estuvo 
presidido por el doctor Carlos Moreira, quien hoy nos acompaña y tendrá como misión explicitar el 
contenido del informe final al que llegó dicho grupo de trabajo. Vamos a dejarles un ejemplar de ese material 
para ilustración de esta Comisión; en él encontrarán el desarrollo metodológico de la estructura de trabajo de 
la Comisión, que fue bien explícito y determinado en cuanto a los hechos que generaron el estado de 
situación actual y también hay una serie de recomendaciones que el doctor Moreira explicará. 


Cabe señalar que el doble objetivo de ese grupo fue analizar la información sobre el tema y realizar una serie 
de recomendaciones, en tanto vías de solución de una temática que, como se reconoce unánimemente, ha 
afectado negativamente al sistema de empleo público nacional. 


Quienes conformamos la Dirección de la Oficina Nacional del Servicio Civil -hoy me acompañan el señor 
Humberto Ruocco, en su carácter de Subdirector, y el licenciado Ramón Firme, cumpliendo funciones de 
Subdirector Técnico- creemos que el resultado de las recomendaciones finales se traducirá, sin lugar a dudas, 
en normas que serán incluidas en el proyecto de ley de presupuesto que enviará el Poder Ejecutivo a 
consideración del Parlamento Nacional, solucionando definitivamente la cuestión que ustedes tienen a 
estudio mediante un proyecto de ley particular. 


Luego de esta introducción, me gustaría que el Subdirector, Humberto Ruocco ampliara algunos conceptos. 


SEÑOR RUOCCO.- Este trabajo tiene como característica que lo hemos realizado en conjunto con las 
organizaciones sindicales, con las cuales estamos generando un importante espacio de negociación 
colectiva, en el que se analizan no solo los temas vinculados con el salario; el análisis abarca un amplio 
espectro, vinculándose las necesidades del ordenamiento de la carrera funcional con la eficiencia que 
los servidores públicos deben tener en el marco de la prestación de sus funciones dentro del Estado. 
Hacemos hincapié en cómo se realizó la labor porque no es un trabajo de tubo de ensayo; esto lo 
hicimos en conjunto y logramos coincidir -lo que no siempre es sencillo- entre lo que muchas veces se 
plantea como demanda y, por otro lado, como una necesidad. Es decir, logramos que coincidieran los 
objetivos de la demanda y la necesidad en aras del objetivo común de encontrar un mayor 
ordenamiento y una mayor eficiencia. 


Esto partió de un diagnóstico que hicieron las partes vinculado con el estado actual de situación. Cuando 
tengan el repartido, podrán ver que se hace un somero, pero histórico, análisis de lo que ha sido la 
participación de los recursos humanos en el Estado uruguayo en las diversas etapas. Viendo esa evolución 
hemos analizado los aspectos positivos que siempre queremos rescatar como las mejores tradiciones que 
pueden existir en nuestro Estado y en nuestro país, así como también hemos tratado de desembarazarnos de 
todos los aspectos vinculados con lo que pueden llamarse patologías que la aplicación de algunos proyectos 
fue generando. Primero tuvimos que tomar algunas definiciones, para luego instrumentarlas en estas 
recomendaciones a las que hizo referencia el señor Director y que desarrollará el doctor Moreira. 


Nosotros pensamos que es una virtud que el Estado tenga funcionarios estables; ello implica la posibilidad de 
encontrar su desarrollo y crecimiento dentro del Estado y, naturalmente, una mayor especialización y 
profesionalización para servir de mejor manera a la ciudadanía, que debe ser, ni más ni menos, que el 
objetivo de quienes desempeñan estas tareas. 


Por otra parte, no somos nada originales ya que si partimos de la Constitución de 1952, cuando queda 
consagrada la carrera administrativa, lo que estamos tratando -como dije anteriormente- es de rescatar las 
mejores tradiciones que existen en nuestro país al respecto. 


Naturalmente, si bien este proceso es muy largo y no voy a abundar en él, desde 1990 se promulgó una serie 
de normas que llevaron adelante políticas de reforma que, operando conjuntamente, provocaron diversos 
efectos sobre el sistema del empleo público. En primer lugar, se produjo la reducción paulatina de los 
recursos humanos estables del Estado; en segundo término, un paulatino y constante envejecimiento de la 
plantilla -se puede constatar en cualquier oficina pública o reunión de organizaciones sociales que 
representan a los trabajadores- y, por último, la sustitución de personal estable por personal precario sin una 
expectativa de crecimiento en la organización, lo que conlleva falta de profesionalismo, de adhesión y de 
pertenencia y, en consecuencia, la falta de incentivo para servir mejor a la ciudadanía. 


Nosotros podemos ser muy duros en este planteo, pero creemos que a través de las diversas medidas se fue 
generando un sistema caótico, sin organicidad, sin fundamento en muchas partes y, muchas veces, más allá 
de una declarada vocación de reducción de los costos, no se meditó en precio alguno. Este es el estado de 
cosas que tenemos, que pensamos que es alarmante y que nos impone una reflexión. Inmediatamente 
después, fuimos a tomar acciones para modificar este estado de cosas que describí someramente. 


Reitero: lo importante es que esto forma parte de una batería de soluciones. Comprendo que, muchas veces, 
para el análisis es preciso separar en partes la realidad, pero, sin embargo, recuerdo que la realidad es un 
conjunto que a veces trasciende los estudios particulares. Por eso, en este, como tantos otros temas, 
paralelamente, formamos un grupo de trabajo que estudió, también con las organizaciones de la Mesa 
Sindical Coordinadora y COFE, todo lo referente a avances hacia una planificación estratégica de la 
formación de los servidores públicos. Esto muestra una vocación no solamente reivindicativa en lo que 
comúnmente se conoce, es decir, en cuanto a la mejora en la retribución, sino que, paralelamente, implica un 
trabajo común para generar la mejor eficiencia a través de la capacitación. Se trata de un camino insoslayable 
que nuestra oficina considera como uno de sus principios de trabajo y, naturalmente, está dentro de nuestras 
obligaciones constitucionales. 


Por lo tanto, podemos analizarlo en forma aislada, pero tenemos la vocación de hacerlo también en el 
universo que conforman las relaciones con los trabajadores del Estado, con los cuales, si nos da la capacidad 
colectiva, llegaremos a conformar un acuerdo que analice una serie de temas, entre los cuales estará el que 
acabo de mencionar, para que, como dijo el señor Director, en la instancia presupuestal podamos presentar a 
los señores legisladores una discusión acerca del sistema de recursos humanos. 


SEÑOR TOMA.- Si el señor Presidente me lo permite, voy a pedir al doctor Carlos Moreira que haga 
un breve desarrollo del informe final del grupo de trabajo que fue creado en mayo de 2005 y al que le 
toca presidir, a los efectos de abordar el contenido y las recomendaciones. 


SEÑOR MOREIRA.- El informe que hoy entraremos a la Comisión consta de cuatro grandes 
capítulos. En el primero se hace un análisis histórico de la evolución y la situación actual del sistema de 
recursos humanos en el Estado uruguayo. El segundo contiene una definición de las diferentes formas 
de prestación de servicios dentro de la Administración. El tercero realiza un análisis de la información 
disponible, y el cuarto, contiene las recomendaciones finales del grupo de trabajo. Voy a hacer una 
breve referencia a los capítulos tres y cuatro, es decir, la información disponible y las recomendaciones 
finales. 


Con respecto a la información disponible, en cuanto a las diferentes formas de vinculación de las personas 
con el Estado que no implica la categoría de funcionario público, no tenemos una estimación única. El grupo 
de trabajo manejó tres fuentes de datos que nos permitieron hacer aproximaciones sucesivas a un número, a 
ese universo. 


La primera fuente fue la información que los organismos enviaron a este grupo de trabajo ante su 
requerimiento. Para ello, se les envió una carta, a la que se adjuntaba una planilla que debían completar 
estableciendo la cantidad de personas que están en la mencionada condición y otros datos. Se trabajó sobre 
23 organismos públicos, los 14 Incisos de la Administración Central, un grupo de empresas públicas y el 
Banco de Previsión Social. 


La segunda fuente de datos fue el registro de becarios y pasantes disponible en la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, que reúne información enviada por los propios organismos e ingresa vía página web en el 
registro correspondiente. Esto nos permite una segunda aproximación, pero dado que no todos los 
organismos mantienen al día dicho registro, tampoco podemos decir que es una cifra totalmente cierta. 


La tercera fuente de datos que manejamos, quizás, la más aproximada al universo, está constituida por la 
información que los organismos públicos envían a la Oficina Nacional del Servicio Civil por escrito cada seis 
meses. Allí consta el total de funcionarios públicos y aquellos que no lo son discriminados por las diferentes 
formas de vínculo que esas personas tienen con el organismo. 


Teniendo en cuenta las tres fuentes de datos, aclarando que no tenemos una estimación única y que no 
podemos contar con ella, concluimos que las distintas formas de contratación de aquellos que no son 
funcionarios públicos para estos 23 organismos sería de aproximadamente 8.000, es decir, un 7% del total de 
funcionarios públicos de esos organismos. 


Finalmente, las recomendaciones finales del grupo de trabajo son diez, a las que voy a dar lectura: "1) El 
régimen legal en materia de recursos humanos debería abarcar la totalidad del sector público de manera 
uniforme, sin perjuicio de las situaciones especiales reconocidas constitucionalmente (como en el caso de los 
funcionarios diplomáticos, militares y policiales) y las que deriven de la naturaleza del servicio que prestan.- 
2) Una proyectada ley de empleo público debería tener un contenido mínimo imprescindible y evitar 
contradicciones o aspectos de dudosa interpretación y tener la flexibilidad suficiente que permita adaptarla a 
las nuevas circunstancias de hecho.- 3) Debería establecerse por vía legislativa un concepto amplio de 
funcionario público comprensivo de todos los individuos que actúan en las entidades estatales, sea en forma 
permanente, temporaria o a término (por ejemplo, arrendamientos de servicios, becarios, cachet, etc.), de 
modo de evitar los mecanismos informales de incorporación. Mediante un criterio claro, se superarían las 
dificultades que plantea la distinción entre quiénes son funcionarios y quiénes no lo son. 4) Entendido el 
concepto de funcionario público en el sentido indicado en el numeral anterior, deberá darse estrictamente 
cumplimiento a lo dispuesto por el art. 56 de la Ley 15.809, (8/4/86), en cuanto a que el '...ejercicio de la 
función pública en tareas permanentes deberá efectuarse en cargos presupuestados y bajo el sistema de la 
carrera administrativa'.- En el horizonte, poner la casa en orden significará que todo el personal del Estado 
esté presupuestado.- 5) En cuanto a las situaciones irregulares constatadas por este Grupo de Trabajo, se 
recomienda:- a) en forma transitoria, la inclusión en el régimen de contrato de función pública (Ley 15809 y 
Decreto Reglamentario 391/86) de todas aquellas personas que actualmente se desempeñan cumpliendo 
tareas propias de un funcionario público, que fueron contratadas con anterioridad al 1” de enero de 2001 
mediante otras formas de contratación ajenas a dicha categoría, las cuales por su desnaturalización, han 
encubierto el desempeño de funciones de carácter permanente en régimen de dependencia en la 
Administración Central, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados e INAU.- b) la contratación sugerida 
implicará que la persona se encuentre hoy desempeñando funciones, y garantizará su estabilidad y 
permanencia, comprendiendo aún a quienes hubieran hecho uso de la opción prevista en el Art. 43 de la Ley 
17.556.- c) a los efectos de la inclusión en el régimen de contrato de función pública del personal irregular 
ingresado con posterioridad al 1” de enero de 2001, los organismos quedarán con la responsabilidad de 
definir en un plazo breve sus necesidades de recursos humanos y establecer los mecanismos de selección a 
aplicar.- d) a los efectos de dar cumplimiento a lo indicado en los literales a) b) y c) se crearán Comisiones 
Paritarias por organismo.- 6) Estas medidas implicarían suspender la prohibición de ingreso hoy vigente, 
exclusivamente para proceder a las correspondientes designaciones, así como la limitación contenida en el 
art. 36 numeral 1* de la Ley 16.170 que refiere a que la contratación de personal por la vía de las excepciones 
contenidas en el art. 15 del TOFUP no habilita su posterior designación en carácter permanente al amparo del 
art. 13 del mismo Texto.- 7) Superada esta situación, es evidente la necesidad de proceder a una apertura del 
ingreso a la función pública como manera de establecer una renovación de los cuadros funcionales a través 
de establecer criterios y medios que, asimismo, eviten el crecimiento indiscriminado del sector público. 
Como se ha señalado en el análisis precedente, la política de excepcionar puntualmente a determinados 
organismos de la prohibición de ingreso ha llevado al crecimiento de algunos sectores de la administración y 
al estancamiento de otros sin que exista una adecuada planificación al respecto. Esto lleva necesariamente a 
la revisión puntual en el ámbito de las Comisiones Paritarias de cada una de las situaciones de excepción a la 
prohibición de ingreso vigentes actualmente, en el ámbito de las Comisiones Paritarias.- 8) Toda forma de 
apertura del ingreso a la Administración Pública, temporal o permanente, debe estar acompañada de un 
estudio sistemático y profundo de la actual carrera administrativa, tendiente a su reestructuración entre otros 
objetivos, para establecer procedimientos transparentes de selección orientados por la ONSC, pudiendo 


preverse una especie de 'pliego general de bases de concurso' que solo pueda ser modificado cuando las 
características específicas del cargo o del organismo así lo requieran, así como un adecuado sistema de 
evaluación del desempeño, formación y capacitación, regímenes de ascensos o mecanismos de movilidad 
horizontal, todo lo cual será materia de Negociación Colectiva.- 9) En materia de incentivos para el cese, los 
mismos deben establecerse de forma de evitar la reiteración de situaciones como las originadas a partir de 
algunos sistemas ya aplicados.- 10) Se advierte igualmente la necesidad de perfeccionar los instrumentos 
existentes para que en todo momento la Administración cuente con información fidedigna en materia de 
recursos humanos, a fin de adoptar las políticas respectivas. En ese sentido, se propone dotar a la ONSC de la 
posibilidad de aplicar medios coactivos a efectos de lograr la información que alimenta sus registros, ya sea 
por la vía de sanciones a los funcionarios responsables, por la paralización de determinados trámites y aún 
por la publicación de las omisiones en las páginas web oficiales". 


SEÑOR TOMA.- Vamos a dejar a disposición de la Comisión una copia del informe de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil con respecto a este tema. 


Quedamos a las órdenes para contestar las preguntas que los señores Diputados tengan a bien realizar. 


SEÑOR CASARETTO.- Hemos convocado a las autoridades a fin de recabar su opinión con respecto a 
un proyecto de ley que tenemos a estudio. De lo informado aquí se desprende que el Gobierno tiene la 
intención de incluir la solución de este problema de fondo en el Presupuesto Nacional. Me gustaría que 
me confirmaran si esto es así a fin de que luego en la Comisión podamos decidir si seguimos el estudio 
de este proyecto de ley o esperamos que venga el Presupuesto y ahí evaluamos si está comprendida la 
solución total. 


Por otra parte, el grupo de trabajo de análisis de formas de contratación que se ha generado ha brindado este 
informe, parte del cual fue leído por el doctor Moreira. La consulta es si estas recomendaciones que se han 
hecho a la Comisión estrictamente serán contempladas dentro de la pauta presupuestal que enviará el 
Gobierno. 


Al respecto tengo otra duda, que evacuaremos luego, cuando tengamos el material. Se habla de que habría 
una suspensión de la prohibición de ingresos estrictamente para solucionar estos temas puntuales que se han 
generado. Sin embargo, la recomendación siguiente refiere a la apertura de ingreso a la función pública. De 
hecho, estamos hablando de la derogación de una ley que plantea la prohibición de ingreso a la función 
pública por unos cuantos años más. La consulta es si la recomendación de la derogación de esa ley es para 
todos los casos, es decir, para solucionar estos temas puntuales, pero también para analizar a futuro, de 
acuerdo con las necesidades de los organismos, el ingreso a la función pública de determinados funcionarios. 


SEÑOR TOMA.- Contesto afirmativamente la primera pregunta. Tenemos el propósito de incluir en 
las normas proyectadas para el próximo Presupuesto algunas que contemplen estas sugerencias que 
están siendo procesadas. El trabajo de esta Comisión continúa en el seno del Poder Ejecutivo, que 
obviamente las analizará, pero el propósito de la Oficina Nacional del Servicio Civil es que esto se 
consolide, porque entendemos que las formas de contratación desnaturalizadas deben naturalizarse. 
Queremos que en el futuro se vehiculice solo el ingreso formal del funcionario público; queremos 
priorizar el ingreso democrático, formal, a través del concurso; queremos priorizar la carrera 
administrativa, la profesionalización de la función pública y el egreso digno de las personas que ocupan 
cargos en funciones públicas. 


Por lo tanto, contestamos afirmativamente que es nuestro propósito, nuestro deber, nuestra responsabilidad 
como Oficina Nacional del Servicio Civil y como oficina asesora dotar al Poder Ejecutivo del asesoramiento 
del caso para que así ocurra. 


Venimos sosteniendo y recogiendo el mandato de la Carta Iberoamericana de la Función Pública, 
propendiendo a una política de Estado en materia de recursos humanos que garantice un ingreso serio a la 
función pública, que sostenga el principio de que ingresar a un empleo público sea tan difícil como 
permanecer en él. ¿Qué quiere decir? Que vamos a ir al ingreso por concurso, a la profesionalización de la 
función pública y a revisar los sistemas de evaluación de desempeño a los efectos de que la eficacia y la 


eficiencia, que muchas veces aparecen en diversas disposiciones, se hagan efectivas en el desarrollo de la 
gestión de la Administración Pública. 


SEÑOR CASARETTO.- La segunda pregunta tenía que ver con la suspensión de lo dispuesto en la Ley 
de Ingreso de Funcionarios Públicos y con la recomendación de la reapertura del ingreso a la función 
pública. Quisiera saber si se deroga la norma o si son dos pasos diferentes. 


SEÑOR RUOCCO.- Las dos partes están dispuestas en dos párrafos separados porque queremos 
considerarlas así. 


La primera parte es vinculante con la solución general. O sea, para encontrar una solución que culmine con 
éxito debemos tener la posibilidad del ingreso. Por eso hablamos en términos restrictivos. 


Con respecto a la segunda parte -como ha dicho el Director- hay cosas que todavía están en la órbita del 
Poder Ejecutivo y allí se están debatiendo. En realidad, se trata de una expresión de voluntad de seguir por 
este camino que culminaría en lo que refirió el señor Director en cuanto a la conformación del círculo 
virtuoso del ingreso democrático, la carrera funcional y el egreso digno. Esto es una limitante porque, como 
dijimos hoy, se trata de un sistema y podemos analizar lo que sea necesario, pero nunca podemos perder de 
vista el conjunto. Difícilmente podemos hablar del ingreso, inclusive, democrático, si está desvinculado del 
egreso. Tenemos aspiraciones que tienen que ver con una concepción, pero debemos ser realistas en el 
sentido de saber que las decisiones que tomemos deben estar financiadas y ser fruto de la necesidad del 
Estado. No podemos hablar de la necesidad de las personas de tener trabajo sino de la del Estado, que tiene 
que cubrir una determinada plantilla para cumplir sus objetivos. 


Entonces, son dos temas separados y por eso figuran en párrafos distintos. 


SEÑOR MACHADO.- Cuando se habla del ingreso y del egreso del funcionario público, ¿qué tiene 
que ver con la inamovilidad que siempre ha sido una bandera de lucha de funcionarios públicos? 
¿Cómo visualizan ustedes este concepto? 


SEÑOR CASARETTO.- Quiero decir algo que va de la mano con lo que planteaba el señor Diputado 
Machado: el señor Director recién decía que debería ser tan difícil ingresar a la función pública como 
permanecer en el cargo. 


SEÑOR RUOCCO.- Como para nosotros esto es un sistema, podemos hablar de movilidad y de 
inamovilidad. También podemos hablar de lo que dijo el señor Director, o sea, de lo difícil que es el 
ingreso en el sentido de la libre competencia con los iguales -no por otra razón- y lo difícil de la 
permanencia porque ser eficiente significa el cumplimiento exigente de las normas. Esa es nuestra idea 
y lo que tratamos de trasladar sistemáticamente en los aspectos de la disciplina del servidor público. 


Sin embargo, hay otros conceptos que a veces se confunden. ¿Qué significa la movilidad? Varias cosas. Si 
tuviéramos un Estado que no estuviera en esta situación caótica, en la que lo asumimos, puedo asumir que la 
movilidad supone la posibilidad de desplazar una persona hacia otro lugar del Estado para que siga 
cumpliendo funciones. Digo esto porque en el Estado se genera ese fenómeno que nosotros llamamos "sobra- 
falta". Pero lo que sucede es que muchas veces -en estos días se ha mencionado esto de alguna forma- si le 
digo a un funcionario que salga de Catastro para desempeñarse en Casinos, desde el punto de vista de la 
legalidad está todo formidable, pero mirado desde la suspicacia, quizás se diga que lo acomodé. Y si paso a 
una persona de Casinos para Catastro, todo estaría perfecto, pero posiblemente algunos digan que lo estoy 
perjudicando. ¿Qué sucede? Que aspiramos que al romper este caos exista la posibilidad de una movilidad 
horizontal dentro del Estado; lógicamente respetando las profesionalidades y especialidades, sin caer en un 
arrebato de tontería. Lo cierto es que hay escalafones que se pueden mover con facilidad. Lo que pasa es que 
por estar en determinado lugar hay determinadas prerrogativas económicas. 


Entonces, a la pregunta de si aspiramos a la mayor movilidad, corresponde decir que nos parecería 
formidable porque romperíamos con aquello del "sobra- falta". 


A veces esto se confunde con el otro criterio de pensar que si ingreso al Estado, no salgo nunca más; eso es 
otra cosa. Ustedes también tienen experiencia en el sentido de que a veces existe una apropiación indebida 
del Estado por parte de las organizaciones políticas de turno que ganan las elecciones donde sea. Entonces, al 
no tener ciertos derechos los trabajadores, no es que los ponga de un lado para el otro dentro del Estado, sino 
que los pongo de adentro hacia afuera. O sea que lo desprotejo de tal manera que se genera eso que nadie 
quiere y que se llama clientelismo político. 


Por tanto, en cuanto a quién defendemos, queremos defender al más débil. No queremos dar prerrogativas al 

gobernante de turno para que pueda avasallar a alguien que está trabajando dentro del Estado. Pero una cosa 

es moverse dentro del Estado y otra, ingresar y salir de él de manera antojadiza. Son dos cosas diferentes que 
a veces se confunden y en el discurso aparecen como sinónimos cuando no lo son. 


SEÑOR CASARETTO.- Me queda claro lo de la movilidad interna dentro del Estado y cuál es la 
aspiración de este Gobierno de llegar a determinado nivel en el que, como es lógico, donde falte se 
pueda equiparar y donde sobre, se pueda llegar a la ecuación que permita el funcionamiento con lo 
indispensable. 


Lo que no me queda claro es lo relativo al otro tipo de movilidad, al que se maneja en la opinión pública, es 
decir, que el funcionario público solo puede ser desvinculado de la función si comete un delito. Entonces, 
más allá de que se vincule con el clientelismo político -que tampoco compartimos y en ese sentido, coincido 
con el preopinante-, si bien no es el tema de becarios y pasantes, esto está relacionado con el tema de la 
función pública que estamos abordando. Por lo tanto, quiero saber si a ese respecto se piensa en algún cambio 
o una flexibilidad distinta a la actual. 


Vuelvo a la misma frase; cuando escuché al doctor Toma decir que era tan difícil ingresar a la función pública 
como permanecer en el cargo, no pensé en que un funcionario permaneciera en un ente para no ir a otro; me 
imaginaba que el funcionario permaneciera dentro del Estado. Me gustaría profundizar en ese aspecto, si es 
que tienen una opinión al respecto. 


SEÑOR TOMA- Quedó claro el alcance de la frase que explicité con referencia a lo que es el norte de 
la Carta Iberoamericana de la función pública, sobre lo difícil que es ingresar como permanecer en la 
función pública. El alcance lo dio el Subdirector con una precisión muy técnica. 


Con referencia a la otra pregunta formulada, voy a hacer dos consideraciones. Además de ocupar el cargo de 
Director de la Oficina Nacional del Servicio Civil, ocupo la Presidencia de la Comisión Nacional del Servicio 
Civil, que tiene por objeto analizar aquellos pedidos de instituciones o de organismos de la Administración 
Pública que requieren su previo asesoramiento. En ese sentido, estamos pidiendo a nuestra asesoría letrada 
que nos eleve el número de funcionarios que han sido destituidos por diversas causales porque, realmente, 
nos sentimos alarmados por la cantidad de expedientes de propuestas de destituciones y cesantías que 
recibimos en estos pocos días de función. Actualmente, nos encontramos con que en cada relación semanal 
ingresa un promedio de quince o veinte expedientes. En ocasiones tenemos que hacer reuniones 
extraordinarias para atender la cantidad de propuestas de destitución que nos elevan los organismos. Quiere 
decir que, en ese sentido, también está funcionando el mecanismo de egreso compulsivo, es decir, como 
medida disciplinaria. 


El señor Diputado Casaretto dijo que para egresar de la función pública era necesario cometer un acto 
delictivo. Nosotros, para votar un egreso en el plano disciplinario, nos atenemos al rigor del derecho objetivo 
y a la sana crítica que debe tener todo juzgador cuando tiene enfrente un expediente en el cual se procesa una 
destitución; sin perjuicio de controlar la legalidad del procedimiento, siempre las hemos votado o sugerido a 
las instituciones cuando existe falta grave, cualquiera sea el tópico de la conducta asumida por el funcionario. 


Por otra parte, vamos a reservar el estudio en profundidad de lo atinente al concepto constitucional y legal 
sobre la amovilidad o movilidad del funcionario público en la nueva ley del Servicio Civil que vamos a 
proyectar. Evidentemente, cuando comenzamos a ejercer esta función nos encontramos con una cantidad de 
asuntos urgentes y urgentísimos a resolver, entre los cuales se encontraba nuestra propia estructura interna. 
Dichos temas fueron abordados con la urgencia que ameritaba cada situación dentro del servicio. 


Asimismo, tenemos una agenda de trabajo y dentro de ella se incluye un debate de la nueva ley del Servicio 
Civil, el cual, obviamente, tendrá en cuenta a los actores sociales, a los sindicales, al Parlamento, al Poder 
Ejecutivo, a los funcionarios y a todos aquellos que, directa o indirectamente, se sientan involucrados con la 
función pública, obviamente, mirando a los usuarios de los servicios públicos. Por lo tanto, para que se 
genere esa propuesta legislativa, previamente vamos a dar una discusión muy amplia, escuchando a todos los 
actores y llevando este tema al terreno de la Comisión Nacional del Servicio Civil, que tiene representación 
sindical. Vamos a discutir en varios frentes lo que entendemos debe ser el motor, el instrumento para que el 
servicio civil de la República se cumpla en un todo de acuerdo con los principios más modernos de la 
Administración Pública y en consonancia con los derechos y obligaciones contenidos en la Constitución de la 
República; nuestro apego a la Constitución y a la ley es algo que va a guiar nuestra acción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer dos o tres precisiones. 


Sin duda, la convocatoria del Consejo Superior de Negociación Colectiva fue importante, más allá de la 
voluntad que, sin duda, tenían la Oficina Nacional del Servicio Civil y el Poder Ejecutivo. Ello motivó que se 
conformara este grupo de trabajo, que leerá detenidamente el informe que ustedes han presentado. Además, 
tal cual han expresado, se han logrado acuerdos o consensos importantes que habilitan una solución 
definitiva. 


Esta Comisión, como dije al inicio de la reunión, tiene como objetivo dar una solución permanente a este 
tema, logrando esa estabilidad de los funcionarios que permita realizar las reestructuras correspondientes 
pero, sobre todo, dando tranquilidad al personal que, tanto becarios, pasantes, contratados interinos o en 
régimen de "cachet", ha llenado una necesidad del Estado, ya sea en ANTEL, en la Administración Pública o 
en otros organismos. 


Por otra parte, quisiera decir que como Comisión de Presupuestos, inquieta por este tema, nos estamos 
asegurando de que va a haber una solución prácticamente inmediata a través del Presupuesto Quinquenal, en 
el que vendrá el articulado adecuado para dar una solución final a este tema. 


Finalmente, quisiera formular una pregunta concreta. Quisiera saber cuáles serían las funciones que tendrían 
las Comisiones Paritarias que están integradas por los representantes de cada organismo y por los 
trabajadores, si no entendí mal lo que manifestó el señor Director. 


SEÑOR MOREIRA.- Las Comisiones Paritarias estarían integradas por los gremios y jerarcas de cada 
organismo y tendrían como función determinar que las personas que estén en estas situaciones, hayan 
ingresado antes del 2001 o después, cumplan dos condiciones: primero, que estén actualmente 
desempeñando la función y, segundo, que estén en relación de dependencia o jerarquía, es decir, que 
estén en el lugar de trabajo, que respondan a un jefe -que se identifique un jefe- y que tengan 
asignación de funciones. De esta manera se busca evitar situaciones no deseadas o irregulares. 


Además, se produciría un dictamen y el jerarca del organismo dictaría un acto administrativo para designar a 
estas personas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Esto contemplaría solo la situación de becarios, pasantes, etcétera que 
hayan ingresado antes y después del 2001 o a todo el universo funcional del Estado? 


SEÑOR MOREIRA.- Identificamos tres situaciones: la de aquellos que ingresaron antes del 2001, que 
corresponden a personas que hace muchos años que están cumpliendo funciones permanentes; la de 
gente que en el 2001 optó por el artículo 43 -es decir que abandonó su condición de becarios o pasantes, 
para pasar a relacionarse a través de un contrato a término; es un grupo reducido, menos de un 
centenar-; y la de aquellos que ingresaron con posterioridad al 2001 por algunas de las formas 
señaladas en el estudio y que están en situación irregular. Quiero recordar a la Comisión que después 
del 2001 se podía ingresar por becas y pasantías por un año, renovable por uno más, y luego la persona 
no podría tener ninguna beca ni pasantía en ningún organismo público. Sin embargo, a pesar de existir 
esta ley, en algunos casos de hecho se prolongó este tipo de situaciones más allá de los dos años, es decir, 
que ya están en una situación irregular. 


Al grupo de trabajo le pareció que no tenía mucha lógica ocuparse de un tema y dejar de lado algún aspecto 
que podría considerarse; de hecho, no contemplar las situaciones irregulares generadas luego del 2001, sería 
dejar nuevamente el problema a otros para que dentro de cinco años tuvieran que volver sobre el tema. Nos 
pareció que abarcar los tres grupos de situaciones irregulares era la mejor solución y que las Comisiones 
Paritarias por organismos se expresaran a través de un dictamen. Creímos que los jerarcas y los sindicatos 
eran los más indicados para elaborar esas listas; es un tema muy delicado, complejo y muy difícil de llevar 
adelante desde una oficina central nada más que con listas de nombres. 


SEÑOR MACHADO.- Reconozco la complejidad del tema, pero quiero saber si quedaría marginado 
de este análisis el caso de gente que, por ejemplo, fue becaria y después, para regularizar su situación, 
pasó a ser contratada a término y queda cesante porque no se le renueva el contrato. Es decir, si se 
cancelara un contrato ¿no se estaría cometiendo una injusticia frente a la necesidad de enmarcar todo 
dentro de una gran discusión, que es lo que la Oficina está planteando? 


SEÑOR RUOCCO.- En esto queremos hablar en términos de legalidad y no de justicia o injusticia, 
porque si no, se nos pone rara la cosa; para nosotros mismos se nos puso rara. 


Por eso mismo, el grupo de trabajo fue muy preciso al establecer "desde el momento en que hay una ley”. 
Cuando no había ley, se decía arbitrariamente "tú sos pasante; tú becario". En realidad ¿qué faltaba? Nosotros 
mismos nos hemos hecho esta pregunta y nos respondimos. Después de que esto suceda ¿seguirá habiendo 
becarios y pasantes en el Estado uruguayo, por nombrar solo dos de las categorías? Pensamos que en la 
medida en que existe una definición clara, posiblemente pueda seguir habiendo becarios y pasantes, porque 
será la oportunidad para que un joven tenga una retribución por un determinado plazo y termine sus estudios, 
pero entrando y saliendo del organismo, ya que no podrá romper la cadena de solidaridad con sus iguales. Un 
pasante, alguien con una profesión u oficio, también ingresará y saldrá para no romper la cadena de 
solidaridad y, sobre todo, para poder reinsertarse en el mercado laboral y contestar la famosa pregunta 
relativa a dónde trabajó antes; generalmente responden que en ningún lado y las empresas les dicen que 
después los llamarán, y nunca más. Esto no significa que esto se utilice como ardid para eludir una real y 
democrática forma de ingresar al Estado. 


Pero hoy, por lo menos, tenemos tres grandes categorías, como lo analizó el grupo de trabajo y una de ellas 
está pautada por la ley; de la ley para adelante, se cumple. En efecto, hemos constatado que partir de la 
entrada en vigencia de la ley hubo esencialmente un cumplimiento; digo esencialmente, no que se haya 
cumplido un cien por ciento. 


Por eso, existe esa otra condición que resaltaba el doctor Moreira, que plantea que hoy el involucrado tiene 
que estar en el Estado y en relación de dependencia jerárquica, porque si no mañana alguien que alguna vez 
estuvo en esa situación también podría reclamar. Esto ya sería inabarcable e interminable y nos meteríamos 
en algo que, sin duda, la población nos terminaría reprochando. 


SEÑOR CASARETTO.- Quiero saber cuál será el alcance de los dictámenes de las Comisiones 
Paritarias. ¿Van a resolver de igual a igual el funcionario con el jerarca? ¿El organismo tiene que 
cumplir con ese veredicto? ¿Serán simplemente asesoras del organismo correspondiente o este deberá 
cumplir su veredicto? 


SEÑOR TOMA.- Debemos aclarar que el funcionamiento de las Comisiones Paritarias puede tener 
algunas correcciones, ya que el documento correspondiente está en proceso y luego se elevará al Poder 
Ejecutivo. 


Como gran principio digo que si existiera acuerdo en la Comisión Paritaria, el jerarca resolverá en 
consecuencia; si no hubiere acuerdo, el jerarca dictará el acto administrativo y resolverá en función de los 
elementos que tenga a la vista. El acto administrativo podrá ser recurrido por el afectado, de acuerdo con el 
artículo 317 de la Constitución de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita de las autoridades de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil. Es posible que antes de la consideración del Presupuesto Quinquenal sea necesario contar 
nuevamente con vuestra presencia y los convocaremos en consecuencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


